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Resumen
El objetivo de este trabajo es analizar la evolución de la innovación tecnológica asociada al pro-
ceso modernizador que ha tenido lugar en la Administración General del Estado español, du-
rante el periodo transcurrido entre 1978 y la actualidad, cuando coinciden en el tiempo el des-
pliegue de la democracia en España, su entrada en la Comunidad Económica Europea, y la 
aprobación de un texto constitucional que reconoce otros niveles territoriales como son el au-
tonómico y el local. La pregunta que se planteó en el inicio de la investigación fue si la forma 
en que se ha producido el despliegue del factor tecnológico, junto a otros factores, ha dado 
lugar a una forma peculiar de gestionar los asuntos relacionados con las TIC en este nivel terri-
torial, el de la Administración General del Estado. Se concluye que la evolución del proceso 
modernizador en la práctica no se produce hasta que no existe una confluencia de iniciativas 
modernizadoras, en todos y cada uno de los componentes del subsistema administrativo: el 
diseño orgánico, los recursos humanos, los procedimientos, los presupuestos y las mismas TIC.

Palabras clave
Administración General del Estado; Sociedad de la Información; Modernización administrativa;
Interoperabilidad; Políticas públicas; España

Resumo
O objetivo deste trabalho é analisar a evolução da inovação tecnológica associada ao processo 
de modernização que ocorreu na Administração Geral do Estado espanhol, durante o período 
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entre 1978 e o presente, quando a implantação da democracia coincide no tempo na Espanha 
sua entrada na Comunidade Econômica Européia e a aprovação de um texto constitucional que 
reconhece outros níveis territoriais, como o regional e o local. A questão que se colocou no 
início da investigação foi se a forma como o fator tecnológico foi implantado, juntamente com 
outros fatores, deu origem a uma forma peculiar de gerir as questões relacionadas com as TIC 
neste nível territorial. a Administração Geral do Estado. Conclui-se que a evolução do processo 
modernizador na prática não ocorre até que haja confluência de iniciativas modernizadoras, 
em todos e cada um dos componentes do subsistema administrativo: desenho orgânico, 
recursos humanos, procedimentos, orçamentos, e os mesmos TIC. 

Palavras-chave 
Administração Geral do Estado; Sociedade da Informação; Modernização Administrativa; 
Interoperabilidade; Políticas Públicas; Espanha 

Abstract 

The objective of this work is to analyze the evolution of technological innovation associated with 
the modernizing process that has taken place in the General Administration of the Spanish 
State, during the period between 1978 and the present, when the deployment of democracy 
coincides in time with joining into the European Economic Community, and the approval of a 
constitutional text that recognizes other territorial levels. The research question was whether 
the way in which the technological factor has been deployed, together with other factors, has 
given rise to a peculiar way of managing ICT-related issues at this territorial level, that of the 
General State Administration. It is concluded that the evolution of the modernizing process in 
practice does not occur until there is a confluence of modernizing initiatives, in each and every 
one of the components of the administrative subsystem: organic design, human resources, pro-
cedures, budgets, and the same ICTs. 

Keywords 
General State Administration; Information Society; Administrative modernization; Interoperability; 
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Introducción 
A partir de la aprobación de la Constitución de 1978 se reconocieron diferentes niveles territoriales del nivel 
central de la administración del Estado español. La evolución de este está vinculada a la de los demás, pero es 
importante tener en cuenta los efectos que la innovación tecnológica de las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones (TIC a partir de aquí) tuvieron en este nivel territorial, y la forma en que se desarrolló en él la 
administración electrónica en el periodo preconstitucional. 

El objeto de este trabajo ha sido mostrar las posibles respuestas que surgieron a la pregunta de si existe un 
modelo característico de gestión de la innovación y de gestión de las TIC en la Administración General del Es-
tado (AGE a partir de aquí). Este modelo tiene una serie de características inherentes a las administraciones 



Algunas notas sobre la Innovación tecnológica y gestión TIC en  
 

 

43 

 

públicas españolas. Los rasgos más significativos han sido la herencia de un centralismo muy arraigado en la 
cultura de la administración, una fuerte jerarquización (heredada en buena parte de la jerarquía militar), la ex-
haustiva formulación en la codificación normativa, la misma evolución del funcionariado como profesión, y la 
prevalencia del cumplimiento de las normas y procedimientos sobre la obtención de resultados, y el servicio al 
ciudadano. 

En el caso de las TIC, sin embargo, hay otra serie de características nacidas del despliegue de estas en conjun-
ción con la evolución y particular evolución de factores como la relación de las políticas de promoción de la 
Unión Europea (UE a partir de aquí). las relaciones existentes entre los niveles territoriales, y las específicas en 
cuanto a otros factores como son el diseño orgánico, los recursos humanos, el factor presupuestario, y el factor 
procedimental.  

Como ciencia pluridisciplinar que es, la Ciencia de la Administración recurre a diversos enfoques metodológicos 
para afrontar la relación existente entre las TIC y las Administraciones Públicas. No obstante, ninguno de ellos 
facilita por sí mismo explicación de cómo ha influido la implantación tecnológica a la prestación de los servicios 
de ésta a ciudadanos y empresas. 

Basándonos en esta afirmación se ha recurrido a la combinación de varios métodos como por ejemplo una teo-
ría de gran alcance como es la Teoría Sistémica en la descripción del sistema de la AGE, otras como son el en-
foque de las Relaciones Intergubernamentales (para describir las relaciones con otros niveles territoriales), y el 
análisis de las políticas públicas relacionadas con la sociedad de la información (para justificar el origen del im-
pulso modernizador). 

Respecto al enfoque sistémico, la verificación de la hipótesis se ha basado en la identificación de la administra-
ción como un conjunto de factores en el que las variables son todas interdependientes (diseño orgánico, recur-
sos humanos, procedimientos, factor presupuestario, y factor tecnológico). Desde este punto de vista, cual-
quier modificación habida en el factor tecnológico ha debido tener un impacto en la forma de definir la estruc-
tura organizativa, en la forma de gestionar los recursos humanos, en el esquema presupuestario, o en la forma 
de adaptar los procedimientos en el contexto modernizador de las administraciones públicas.  

Tradicionalmente, al estudio de la innovación tecnológica en estas se ha aplicado el enfoque relacionado con el 
análisis del impacto de la tecnología en cualquier tipo de organización. Frecuentemente se ha recurrido a las 
teorías de la organización (enfoque clásico, teoría de la administración científica, escuela de las relaciones hu-

ciones sin especificidades. También la escuela burocrática, weberiana o estructuralista (cuyo mayor exponente 
fue Max Weber) contribuyó a establecer en estas administraciones una identificación entre eficiencia y organi-
zación, que llevó a un estrecho control de sus actividades a través de una jerarquía definida en términos muy 
estrictos, y regidas por férreas líneas de autoridad para lograr sus objetivos, dada su complejidad y su tamaño. 

En relación con la explicación del proceso modernizador de las administraciones españolas que ha tenido lugar 
en la última parte del siglo XX siempre en el contexto de la Ciencia de la Administración  se han dado dos 
posturas, ambas basadas en una revisión de los principios que rigen el comportamiento institucional. 

Una de ellas es la llamada Nueva Gestión Pública (NGP o enfoque postburocrático) que encuentra su justifica-
ción en el proceso modernizador ejecutado desde argumentos de racionalización y control de la externalización 
de los servicios públicos, simplificación de procedimientos, modificación de los valores de las organizaciones 
públicas, etc.  
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La segunda es enfoque del «Gobierno Abierto», basada en la búsqueda de la satisfacción del ciudadano, la ética 
en la gestión pública y en el fomento de la participación. En este sentido, las reformas propuestas han intentado 
garantizar el acceso a la información, ofrecer el máximo nivel de transparencia, evaluar los resultados, rendir 
cuentas (no sólo de éstos sino de todo el proceso), y hacer explícitos compromisos morales de comportamiento. 

La aplicación de esta forma de observar los principios que deben regir el funcionamiento de las administracio-
nes ha generado también diferentes posturas, de acuerdo con las especificidades de los sistemas administrati-
vos correspondientes. En aquellos países con fuerte tradición legalista, la innovación tecnológica ha tendido a 
reforzar y justificar el modelo preexistente a partir de la participación, en vez de lograr aquellos objetivos que 
se pretenden en términos de eficiencia y eficacia. 

La influencia de las políticas públicas de la UE en el proceso moderniza-
dor 

Una de las características comunes a los sistemas administrativos de la UE es la forma en que la sociedad de la 
información se ha implantado en ellos, concretamente por el planteamiento seguido a la hora de llevar a cabo 
las políticas públicas1 relacionadas con estas materias, así como por sus efectos colaterales,  

El caso europeo a diferencia de los casos norteamericano, japonés, coreano, y de Singapur  se ha caracteri-
zado por la falta de potenciación del consumo nacional, y por el proteccionismo a este tipo de industrias, de-
jando que el mercado actuase a su albedrío, aunque definiendo un marco regulatorio en aras de un «servicio 
universal2».  

Los efectos de estas políticas han sido la armonización del mercado de telecomunicaciones y servicios asocia-
dos desde un punto de vista técnico y de infraestructura, con medidas como la regulación de la actuación de las 
empresas de telecomunicaciones en un marco de mercado muy competitivo, y la oferta de un marco normativo 
que ha adoptado, reconocido y definido los estándares técnicos de la industria digital. El fruto de la aplicación 
de estos programas ha sido la fijación de unos estándares de interoperabilidad y de unas directrices respecto a 
la comunicación. 

                                                             
1 as cuales 
se transforman distintos tipos de recursos para la producción de bienes, servicios o regulaciones necesarios. Las políticas representan 
el instrumento principal que tienen los gobiernos para resolver las cuestiones que han problematizado, sin que esté garantizado a 
priori un resultado favorable. Los gobiernos enfrentan desafíos cada vez más complejos, principalmente por la creciente multicausali-
dad de los mismos, y por las profundas interdependencias de los factores explicativos» (Bertranou, 2019). 

2 Se trata de servicios universales de comunicaciones electrónicas ofrecidas a todos los usuarios que lo soliciten. Moore  afirma que 
hay dos tipos de mecanismos a los que los países recurren para elaborar políticas informacionales en relación con la prestación de es-
tos servicios y el desarrollo de la Sociedad de la Información: los que surgen en torno al criterio «capital privado», actuando como 
agentes facilitadores (obtención de beneficio porque el Estado no interviene ni regula, como  por ejemplo Australia, Canadá y Sudá-
frica), y los modelos intervencionistas, en los que la política de información está liderada por el Estado, de acuerdo con objetivos fija-
dos con antelación. Este será, por lo tanto, el proveedor de fondos de inversión, el creador de la necesidad (productos y servicios), el 
propietario de la infraestructura de telecomunicaciones, y el regulador (Moore, 2002). 
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Respecto a la estandarización, el cumplimiento de las normas armonizadas ha contribuido a garantizar que los 
productos se ajustasen al derecho de la UE, a que se alcanzasen objetivos relacionados con la neutralidad cli-
mática y con una economía resiliente y circular, y a que se legitimara el trabajo en los foros e instituciones in-
ternacionales más importantes.  

Para incrementar la competitividad de las empresas y eliminar los obstáculos al comercio internacional, la UE 
ha creado una serie de instituciones dedicadas a la normalización técnica, emitiendo estándares que garantiza-
ran la equiparación entre los equipos diseñados bajo sus fronteras, y los del resto del mundo. También se han 
establecido métodos y procedimientos necesarios para comprobar y certificar la conformidad de estas normas 
(sobre todo en el ámbito de la informática y las telecomunicaciones). 

La promoción de infraestructuras a nivel regional ha pretendido promover la construcción de las redes transeu-
ropeas de transporte, energía y telecomunicaciones, algo a lo que se ha dedicado gran parte del presupuesto 
de la UE. Para ello se han dispuesto diferentes mecanismos de financiación, unos a fondo perdido (en el caso 
de las regiones menos desarrolladas), y otros cofinanciados con otros actores como empresas, operadoras tec-

 

Por último, una de las contribuciones de la UE ha sido el diseño de las políticas de I+D+i. Los sucesivos progra-
mas marco en Europa han ido dotando cantidades cada vez más importantes a este capítulo. En estos progra-
mas, debido al especial tratamiento de las TIC, se han ido configurando como un factor fundamental en la cons-
trucción de un círculo retroalimentado de conocimiento. 

En el caso concreto de las administraciones públicas, la promoción de las políticas relacionadas con el desplie-
gue de la sociedad de la información se asoció inicialmente a la implantación de normas de comunicaciones 
que fueran reconocidas por todos los niveles territoriales, estandarizando las normas y creando plataformas de 
uso común. Sin embargo, fueron dando paso a planes concretos relacionados con procesos de modernización 
en los que los protagonistas comenzaron siendo las administraciones públicas, pero después fueron los ciuda-
danos y empresas a los que estas políticas públicas iban dirigidos. 

De esta forma, en estas políticas públicas ha ido embebida la interoperabilidad, que afectaba a todos los niveles 
territoriales, sobre todo en lo referente a la transposición de directivas relacionadas con el uso de las TIC. 

Relación entre niveles territoriales y uso de las TIC por las administracio-
nes públicas 

La segunda característica más importante del modelo de innovación de la AGE tiene que ver con la influencia 
de las relaciones intergubernamentales existentes entre los diferentes niveles territoriales. Su estudio ha pa-
sado a tener importancia en disciplinas diferentes del Derecho Administrativo, al tener lugar una nueva diver-
sidad territorial a la que dio pie la Constitución, que además se ha visto potenciada por el principio de desarrollo 
integrado del territorio de la Comisión Europea.  

La evolución de la distribución de las atribuciones competenciales que ha tenido lugar en España en esta mate-
ria data de la aprobación de la Constitución de 1978.  En el plano autonómico, desde la década de los 90 se han 
ido modificando esta distribución. El estudio del número de acuerdos en diferentes materias, entre los Minis-
terios y las Comunidades Autónomas correspondientes (transferencias de poderes legislativos, ejecutivos, de 
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desarrollo, o relativos a leyes laborales, justicia internacional, fundaciones, universidades, desarrollo rural, es-
pectáculos, etc.), y el traspaso de empleados públicos, son índices importantes en el estudio de las relaciones 
intergubernamentales (RIG de aquí en adelante). 

En el ámbito local, aunque en el orden constitucional del 78 ha primado el ámbito autonómico, el desarrollo 
normativo posterior ha dado paso a un marco de solidaridad y coordinación entre la administración central y la 
local. Gran ejemplo de ello es la firma de convenios para disponer de acceso a la red que interconecta las admi-
nistraciones, SARA, y para disponer de los elementos del Catálogo de Servicios de la AGE (firma electrónica, 

 

Análisis factorial de la influencia de las TIC en la AGE 

La relación entre TIC y el factor «diseño orgánico» en cuanto a la modernización de las administraciones en 
España, se refleja en dos ejes: el de la definición de la estructura organizativa que se encarga de llevar a cabo 
las políticas públicas relacionadas con la modernización de las administraciones públicas, y el de las institucio-
nes relacionadas con la dirección y coordinación de la gestión de las TIC. 

En cuanto al primer eje, los aspectos relacionados con su modernización están muy vinculados a cuestiones 
como las relaciones entre el gobierno y la administración, a la determinación de los productos administrativos, 
a la regulación de las relaciones entre los integrantes del sistema administrativo, a la exigencia de los requisitos 
para la ocupación de los puestos políticos y administrativos, y al condicionamiento de la iniciativa de la decisión 
política. 

Como características más importantes del modelo que se va pergeñando desde el periodo anterior a la Consti-
tución de 1978, destacan la definición ministerial de la AGE, junto a la administración periférica (compuesta por 
órganos de la AGE desplegados a nivel nacional), y la parte de la administración relacionada con los organismos 
autónomos y las entidades públicas empresariales. 

La evolución del diseño orgánico ha tenido presente la mayor parte del tiempo a la racionalidad administrativa 
como uno de los criterios fundamentales en el diseño de la administración central, siendo la organización mi-
nisterial un asunto de eficiencia y de eficacia. Además, surge un planteamiento de agilización estructural con el 
fin de lograr una menor rigidez y falta de autonomía, y mayor flexibilidad. 

Para explicar esta evolución se puede utilizar uno de los modelos a los que la Ciencia de la Administración puede 
recurrir: el modelo de Nolan, que analiza la forma en que el factor tecnológico se gestiona en una organización 
desde un primer momento de despliegue (fase de iniciación), pasando por las fases de contagio, integración y 
madurez.  

La fase inicial coincidiría con un primer momento en el que el tratamiento de las Tecnologías de la Información 
considerando como tales a los métodos de mecanización y la automatización en el transporte de la informa-

ción  se asoció más a departamentos relacionados con los servicios generales y la adquisición de material, que 
a los departamentos de modernización y tratamiento de la información tal y cómo se conocen en la actualidad. 

En la fase de contagio las instituciones fueron evolucionando hacia el ámbito de la coordinación tecnológica, 
de forma que se podían distinguir diferentes etapas si tenemos en cuenta como criterio, la descentralización 
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funcional. En este momento ya se habían creado departamentos interministeriales que gestionaban tareas de 
 

En la fase de integración ya se encontraba presente en estos organismos el componente de apoyo a la descen-
tralización funcional y de procesos en el seno de la AGE, lo que supuso una reestructuración de la cooperación 
tecnológica hacia los niveles autonómico y local.  

En los comienzos de la fase de madurez que puede decirse ha transcurrido aproximadamente desde el año 2005 
la gestión institucional de la cooperación en materia tecnológica ha sido competencia del Ministerio de Política 
Territorial y Administración Pública, y ha comenzado a contar entre sus cometidos con la trasposición de las 
directivas europeas del Marco Común de Interoperabilidad y el Marco de Seguridad de la UE a todos los niveles 
territoriales de Estado español, así como de su redacción, ejecución y supervisión. 

Uno de los primeros momentos de estabilización se produjo a raíz del Plan de Reestructuración y Racionaliza-
ción del Sector público Empresarial y Fundacional Estatal de 2012 (impulso racionalizador que tiene su origen 
en el informe de la Comisión para la Reforma de las Administraciones Públicas (CORA), en la que se definió la 
actividad principal de los órganos colegiados dedicados a la mejora de la toma conjunta de decisiones, la po-
tenciación de los órganos de cooperación, la búsqueda de una mayor transparencia en la financiación de las 
políticas públicas, y el establecimiento o mejora de los sistemas de información compartidos.  

Con la publicación en el año 2015 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, se 
configuró la estructura de sus órganos: la Comisión de Estrategia TIC, las Comisiones Ministeriales de Adminis-
tración Digital, y la Secretaría General de Administración Digital (SGAD). Han venido contando entre sus fun-
ciones con la del impulso del proceso de racionalización de las TIC en el ámbito de la AGE y en sus Organismos 
Públicos. 

Junto a ellos se encuentra la Comisión Sectorial de Administración Electrónica, en torno a la que se articula la 
comunicación entre AGE, Comunidades Autónomas (CCAA a partir de este momento) y Entes Locales (EELL a 
partir de este momento) en materia de administración electrónica. 

El segundo factor, el de los «recursos humanos», es uno de los que más peculiaridades presenta en el sistema 
administrativo español en relación con esta investigación, y es uno de los más sujetos ha estado a propuesta de 
reforma. El enfoque metodológico empleado en esta investigación parte del Gobierno Abierto, que considera 
que se deben contemplar desde una óptica completamente diferente de la tradicional asociada al enfoque 
burocrático   las características más importantes del empleo público en España, como son la profesionalización 
de los empleados públicos, la forma en que éstos son seleccionados y posteriormente reclutados, su formación, 
su sistema de retribuciones, el reconocimiento de sus derechos colectivos, es decir, la negociación colectiva, 
sus obligaciones, la regulación de sus directivos públicos, etc. 

Este factor se muestra a partir del análisis de varios ejes: la incorporación de las administraciones de los profe-
sionales de las TIC en la AGE, la formación que el resto de los recursos humanos ha recibido para poder gestio-
nar la innovación tecnológica, la función directiva, y el teletrabajo como nueva forma sociolaboral en la que las 
TIC juegan un papel fundamental al permitir conectar a los empleados públicos con las sedes. 

Respecto a la incorporación de los profesionales de las TIC, inicialmente se produjo la captación de personal 
interno con conocimientos de la materia, y se contrató a personal laboral sin un criterio concreto a la hora de 
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incorporar a este tipo de profesionales. Posteriormente se crearon los Cuerpos «Superior de Sistemas y Tecno-
logías de la Información» grupo A , de «Gestión de Sistemas e Informática» grupo B  y de «Técnicos Auxi-
liares de Informática» grupo C3 . Las TIC se situaban al mismo nivel que el resto de las especialidades dentro 
de cuerpos generales (como la rama técnica del Cuerpo Superior de Administradores Civiles, la de técnicos de 
la Seguridad Social, o la de auditores e interventores del Estado). 

En cuanto a la formación y capacitación profesional del resto de los empleados públicos, la institución que im-
parte esta formación se denomina Instituto Nacional de Administración Pública (INAP), y fue creada en 1958 
con la tarea de seleccionar, formar y preparar profesionalmente a los funcionarios civiles del Estado no perte-
necientes a Cuerpos Especiales. Su evolución le ha llevado a ampliar sus servicios a otros tipos de empleados 
públicos. 

Un último eje relacionado con las especificidades de los recursos humanos que gestionan las TIC en la AGE es 
la regulación de la función directiva, a la que se han ido añadiendo paulatinamente materias relacionadas con 
la dirección y planificación estratégica, la gestión de recursos tecnológicos, la gestión de la cultura del cambio 
y de la innovación, etc.  

Un directivo debe tener conocimiento suficiente en materia tecnológica como para gestionar una comunica-
ción efectiva entre los ciudadanos, las empresas y la administración, la promoción del trabajo en red, el trata-
miento de grandes volúmenes de información para obtener datos de uso, la gestión de contenidos, la seguridad 
de la información digital y jurídica, y lo más importante  el aprendizaje permanente, la vigilancia hacia la co-
rrupción, la permanente búsqueda de la transparencia, y la preservación de la seguridad institucional, y sobre 
todo, la prevalencia del sentido de innovación necesario para que la modernización de las administraciones 
públicas no sea un mero argumento teórico. 

Por último, la introducción del Teletrabajo vincula el uso de las nuevas tecnologías, a pesar de las razones últi-
mas frente a las que se condicionó su aplicación la pandemia de la COVID del 19 y la crisis energética del 2022  
a una forma regulada del trabajo de los Empleados Públicos, que todavía está despegando. 

El factor presupuestario se identifica con el conjunto de instrumentos económicos cuyo objetivo es la asigna-
ción de recursos económicos, y el control presupuestario (relacionado con el cumplimiento de los objetivos fi-
jados y con la corrección de la desviación respecto a los que se plantearon inicialmente). 

A menudo el control presupuestario se toma como punto de referencia para la puesta en marcha de las políticas 
públicas que tienen que ver con el desarrollo económico, y supone la base financiera para la programación de 
estos recursos. 

Las reformas presupuestarias que se han planteado en España responden al modelo francés (más respetuoso 
con la tradición), debido a factores como la pertenencia a la moneda única europea, la definición del ciclo pre-
supuestario, la cuantificación del «rendimiento», el tipo de operaciones económico-financieras que se tratan 
en el presupuesto y otros sistemas de control político, la estructura de la gestión presupuestaria, el grado de 
flexibilidad en la gestión, etc. 

                                                             
3 Actualmente se organiza en tres grupos: A (con dos subgrupos, A1 y A2), B, y C (también con dos subgrupos C1 y C2), en función de 
la titulación exigida para acceder a estos Cuerpos. 
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La influencia de las TIC está presente tanto en el incremento de la dotación presupuestaria que se ha hecho 
para adquirirlas, desde la óptica de las políticas públicas, como en la evolución que la AGE ha realizado para 
llevar a cabo su proceso modernizador.  

La construcción de una Hacienda Pública española data del siglo , aunque existían una serie de precedentes, 
pero hasta 1984 no se introdujo un modelo presupuestario coherente que orientase hacia resultados la acción 
administrativa, dotase de autonomía a los órganos relacionados, evaluase la eficacia y eficiencia de las políticas 
públicas, y adoptase como método el análisis para las decisiones presupuestarias. 

Esta evolución de tipo alcista  ha seguido en paralelo a la de la gestión presupuestaria de la UE, y su estudio 
ha venido dando la pauta de la forma en que se han invertido los recursos económicos para llegar a objetivos 
de desarrollo determinados de antemano (en materia de política agrícola común, de acciones estructurales, de 
definición del papel de la UE en el ámbito político internacional, de modernización de la administración comu-
nitaria y de la de los Estados miembro, y de desarrollo tecnológico -redes transeuropeas de comunicaciones, 
I+D, educación...) 

En España, la forma en que se ha reflejado en la evolución presupuestaria la promoción de las políticas públicas 
relacionada con las TIC no es algo claro ya que se distinguen múltiples planes que han provisto fondos para 
conseguir que España vaya integrándose poco a poco en la economía competitiva de la UE. 

El factor procedimental, que comprende el conjunto de actos en que se concentra la actuación administrativa, 
ha ido evolucionando hasta la actualidad adaptando la normativa al uso de las TIC en el procedimiento (proce-
dimiento electrónico), y a la realidad del estado autonómico.  

Respecto al impacto de las TIC en los procedimientos, la evolución de la aplicación de técnicas y tecnologías 
digitales en la Administración Pública no se ha producido tan rápidamente como en otros países por la dinámica 
de la elaboración de las leyes, y porque para garantizar el principio de seguridad jurídica se han hecho prevalecer 
unas garantías de comunicación con los ciudadanos y de gestión del medio electrónico. Una vez se ha tenido 
en cuenta este principio, se ha llegado a la simplificación de procesos y a su oferta a través del medio electró-
nico. 

La sucesiva regulación está constituida por normas cada vez más perfectas desde el punto de calidad norma-
tiva  que van añadiendo la regulación de técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas por la AGE (defini-
ción de las garantías, requisitos y supuestos de uso de las TIC, órganos competentes para resolver cada proce-
dimiento administrativo, garantía de autenticidad, confidencialidad, integridad, disponibilidad, invulnerabili-
dad y conservación de la información, etc.). 

Los ejes que se consideran en esta parte de la investigación son la identificación a través del DNI electrónico, la 
comunicación de la AGE con los ciudadanos a través del Servicio de Notificaciones Electrónicas, el tratamiento 
de la Información en lo concerniente a la seguridad y confidencialidad de los datos, y la gestión electrónica de 
procedimientos vitales como son la realización de contratos, la ejecución de pagos y la publicidad de las nor-
mas. 

Respecto al tratamiento de la Información en lo concerniente a la seguridad y confidencialidad de los datos, en 
el sistema jurídico español se trata a través de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de 
Datos Personales y garantía de los derechos digitales. El órgano de control del cumplimiento de la normativa 
relacionada es la AEPD (Agencia Española de Protección de Datos, ente con personalidad jurídica propia y plena 
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capacidad pública y privada, que actúa con plena independencia de las Administraciones Públicas en el ejercicio 
de sus funciones), con sedes en Madrid y en otras CCAA. 

Respecto a la gestión electrónica de los procedimientos, se contemplan tres ejes: la Ley de Contratos, la Ley de 
Factura Electrónica y el BOE. Respecto al primero de ellos, la regulación de los contratos en los que se ha ido 
involucrando la Administración Pública, se han observado tres hechos importantes. La evolución de la norma-
tiva siguiente siempre ha incorporado las disposiciones de leyes anteriores, la emisión normativa se debe a 
trasposiciones de Directivas Europeas que no son de aplicación directa al sistema español (Directivas 89/ 665/ 
CEE de 1989, modificada por la Directiva 66/ 2007 y 2004/ 18), y el hecho de que las sucesivas leyes han inten-
tado incorporar de una forma u otra, los medios electrónicos, al procedimiento de contratación. 

Del segundo eje, la factura electrónica, se puede decir que su uso viene regulado por las órdenes EHA 962/2007 
(sobre facturación electrónica) y PRE-2971/2007 (sobre expedición de facturas cuando el destinatario es la 
AGE). Son necesarios varios requisitos desde el punto de vista técnico (existencia de un formato electrónico de 
factura, realización de la transmisión por medios telemáticos, integridad y autenticidad garantizados a través 
de una firma electrónica reconocida, consentimiento de emisor y receptor para que la facturación electrónica 

 

El tercer eje es el del BOE (Boletín Oficial del Estado). Se creó en la primera mitad del siglo XX y pervive hasta 
nuestros días en forma de Agencia Estatal del Boletín Oficial del Estado (RD 1495/2007). La justificación de su 
existencia se encuentra en la LAE (Ley de Administración Electrónica), que equipara la publicación escrita y la 
versión electrónica en un compromiso con la modernización de sus instituciones.  

El factor tecnológico 

El factor más importante en esta investigación es el tecnológico. En este contexto es uno de los que más han 
contribuido a que el proceso modernizador arranque finalmente. Las peculiaridades encontradas en el desplie-
gue de este factor en la AGE están relacionadas con la evolución de la infraestructura tecnológica (conjunto de 
ordenadores personales, mainframes, servidores de alta disponibilidad, medios relacionados con redes de co-
municaciones como Internet y con la conectividad, sistemas de seguridad informáticos, los sistemas de encrip-
tación en la evolución de las telecomunicaciones, y el desarrollo del software), el conjunto de sistemas de infor-
mación que cubren las necesidades de la AGE en su prestación de servicios a los ciudadanos, a las empresas y a 
otros niveles territoriales (formando parte asimismo del backoffice de la administración electrónica), y con el 
conjunto de servicios que integran el Catálogo de Servicios electrónicos. 

Respecto a este factor, no hay antecedentes previos a la Constitución para realizar procesos de mejora, ya que 
la consolidación y madurez de las TIC se ha producido a finales del siglo XX. Ha sido precisamente esta madurez 
tecnológica la que ha dado lugar a un desarrollo normativo con una tendencia cada vez mayor a la precisión 
técnica, sobre todo en materia de firma electrónica, certificados digitales y métodos de autenticación. 

Las características más importantes de la infraestructura tecnológica son el uso simultáneo de diferentes ar-
quitecturas y lenguajes de programación en el tiempo, el uso de Internet como medio de telecomunicación 
universal y la adopción del estándar de arquitectura de red OSI, la adaptación del desarrollo del software a la 
circulación por este medio, y la evolución hacia la arquitectura SOA (Arquitectura Orientada a Servicios) que 
ha significado el fin del monopolio de plataformas que por motivos técnicos no estaban integradas . 
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El Catálogo de Servicios Electrónicos es el conjunto de iniciativas orientadas a la traducción de procesos de las 
Administraciones a procesos realizados en forma electrónica. Los motivos por los que este Catálogo ha sido 
puesto a disposición de otros niveles territoriales por la AGE han sido su experiencia en el desarrollo e implan-
tación de servicios telemáticos en un entorno heterogéneo, y la reusabilidad de código fuente, de forma que su 
incorporación en los de quienes lo soliciten se pueda realizar previa firma de un convenio de utilización . Com-
prende los Elementos Comunes, los Servicios Disponibles, los Sistemas de Información Transversales y el Por-
folio de Soluciones Compartidas. 

Esta oferta de conocimiento relacionado con la experiencia habida en la prestación de servicios electrónicos se 
extiende también a la provisión de suministros y bienes informáticos, a la adaptación de métodos y métricas 
de desarrollo de software y de estándares de Seguridad, al uso de desarrollos concretos (como el sistema de 
apoyo a la generación de mensajes, el diseño de los registros de los ficheros de intercambio para la gestión del 
Padrón, la georreferenciación, la verificación de los datos de identidad y residencia, la plataforma de validación 
de firma electrónica, la notificación fehaciente electrónica, la pasarela de pago, el registro electrónico común, 
las consultas del estado de expedientes, los catálogos de procedimientos de las administraciones, la videocon-

s servicios de la 
UE y de otros estados miembros, o a la reutilización de hardware, software e infraestructuras en el ámbito de 
las administraciones públicas. 

Al mismo tiempo, este Catálogo no sólo es un conjunto de herramientas técnicas que cada vez van teniendo 
más peso en este escenario de interoperabilidad entre niveles territoriales. Se trata de la forma en que las di-
rectivas y normas europeas han sido traducidas y adaptadas para que sean utilizadas y sirvan como ejes que 
interconectan a todos los nive
central, autonómico y local. Existen entonces motivos de peso para mantener la centralidad en el conjunto de 
las administraciones y su conexión con las normas y acuerdos europeos. 

Respecto a la administración electrónica, la conclusión más importante es que una de las funciones de la AGE 
respecto a la gestión tecnológica es velar porque la garantía de interoperabilidad vaya más allá de la compleji-
dad organizativa y tecnológica. La demanda de acceso de ciudadanos y empresas a unos servicios públicos in-
terconectados ha exigido una visión interoperable de la tecnología, y una clara voluntad política de coopera-
ción.  

Actualmente, la mayoría de los organismos públicos están revisando sus procesos con el objeto de consolidar 
programas de administración electrónica, que incluyen los mecanismos de coordinación y los estándares nece-
sarios para responder a los requisitos técnicos y normativos necesarios.  

Teniendo en cuenta que no hay un marco de distribución de competencias definido a priori entre los niveles 
territoriales, y que ninguno de los Estatutos de Autonomía de las CCAA se atribuye en su articulado exclusividad 
alguna en materia de Administración electrónica, la práctica ha venido a ser la emisión normativa basada en el 
carácter básico de las normas emanadas por el Estado, principalmente trasposiciones de las Directivas comu-
nitarias, que a su vez, han sido traspuestas al orden territorial correspondiente. 
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A manera de conclusión

En respuesta a la pregunta formulada al inicio de esta investigación, de si se podrían obtener conclusiones de-
terminantes que pudieran avalar la existencia de un modelo asociado a la gestión de las TIC en la AGE, se han 
planteado varios argumentos. La evolución del proceso modernizador arranca formalmente de 1978, aunque 
en la práctica no se produce hasta que no existe una confluencia de iniciativas modernizadoras, en todos y cada 
uno de los componentes del subsistema administrativo: el diseño orgánico, los recursos humanos, los procedi-
mientos, los presupuestos y las mismas TIC.

Los orígenes del impulso modernizador han sido varios. Por un lado, la trasposición de la regulación de la UE a 
la situación española, y por otro la demanda de extensión de esta normativa a otros niveles territoriales. Tam-
bién la necesidad de regulación del uso de las TIC introducidas, y la adaptación a los diferentes factores que 
comprenden el sistema administrativo.

El futuro de la innovación que puedan aportar las TIC en las administraciones públicas no parte de su conside-
ración aislada, sino de su interrelación con otras variables, tal y cómo hasta ahora ha ido sucediendo. También 
depende de la interoperabilidad -en todas sus variantes- no solo entre niveles territoriales, sino también en cada 
uno de ellos.
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